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    Presentación




    ESTE LIBRO SE ERIGE sobre la base del plan de gobierno del partido Alianza para el Progreso (APP), que preside el ingeniero César Acuña Peralta, para las elecciones de 2021. He tenido el orgullo de liderar al grupo que lo diseñó y, en esta versión, he agregado, en una primera parte introductoria, siete breves capítulos en los que hago una lectura muy personal de la economía política del Perú entre el año 2016 y el inicio de este 2021. Después de una nota sobre lo que llamo mercantilismo burocrático, en contraste con el desarrollo del capitalismo popular, explico por qué el «modelo peruano» de desarrollo ha fracasado al confundir los medios —todo aquello relacionado con la estabilidad macroeconómica— con el fin de la economía política: lograr incentivar la generación de riqueza para el bienestar de la mayoría de la población.




    El mercantilismo burocrático es un sistema de rentismo permitido por el ahorro nacional, fiscal y previsional, que es funcional al circuito económico formal. En el Perú, este circuito le concierne a aproximadamente 30 % de la población económicamente activa (PEA) y, por lo tanto, excluye al resto, la gran mayoría informal y emprendedora. Dicho circuito formal genera valor, pero se estanca año a año, víctima de sus propias contradicciones. El exceso de celo fiscal termina financiando cada vez más a la burocracia estatal —y a la corrupción—, la que se dedica más a trabar que a incentivar el emprendimiento y la inversión privada. El exceso de celo monetario del Banco Central de Reserva del Perú (BCRP) —este es un lógico producto del trauma hiperinflacionario de hace 30 años, que ya debemos empezar a superar— y del sistema de regulación bancaria, junto con un sistema disfuncional de ahorro compulsivo previsional, termina en un modelo que favorece a las finanzas por encima del desarrollo productivo. Este sistema rentista es liderado por una burocracia dorada, pública y privada, de izquierda y de derecha, que busca que la ley obligue a los ciudadanos a someterse al fisco y al sistema financiero casi sin condiciones. Todo lo que vaya a favor de reivindicar a los ciudadanos frente al fisco y a las entidades financieras —bancos, Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) y la Oficina de Normalización Previsional (ONP)— es considerado como populista. El resultado es un modelo de desarrollo fracasado, una mala copia del modelo chileno, con finanzas suizas y servicios públicos africanos.




    Se entiende por capitalismo popular, en cambio, a la expansión del circuito formal de generación de riqueza a la mayoría de la PEA, como sucede en los países libres más desarrollados del planeta. Expandir el capitalismo supone poner a las finanzas privadas al servicio del desarrollo productivo, y a las finanzas públicas al servicio del bienestar ciudadano. Lo primero implica un banco central que trabaje como los bancos centrales europeos, asiáticos y norteamericanos, sin los complejos de un «ex país hiperinflacionario» y, por supuesto, sin los excesos de un país irresponsable. Lo segundo implica un sistema de gestión pública eficiente, con planificación de la inversión pública y sistemas de incentivos al emprendimiento y a la inversión privada. Nada de eso existe en el modelo peruano. Y vamos cada vez peor, porque la política nos va empujando cada vez más en el sentido equivocado, sea el del populismo socialista —la paralización de proyectos mineros por activistas anticapitalistas, disfrazados de ambientalistas, es un ejemplo— o el del mercantilismo burocrático en decadencia.




    Precisamente, en la continuación de la primera parte del libro, reseño el modo en que, durante los últimos cinco años, un sector de la élite política peruana ha pretendido violar el Estado de derecho en nombre de una supuesta «estabilidad» (política y macroeconómica), cuando en verdad ha propiciado la corrupción apelando al uso de la ley para defender intereses espurios. En nombre de la democracia, se ha trasgredido el Estado de derecho; como también en nombre de la estabilidad de las cuentas fiscales se violan los derechos de propiedad privada de los ciudadanos. Enseguida, muestro con ejemplos cómo la pandemia ha entregado las evidencias suficientes para sostener que tenemos uno de los Estados peor gestionados del mundo. Asimismo, señalo cómo la inestabilidad política, motivada por los escándalos de corrupción, ha tenido su contraparte en el debate sobre asuntos económicos que ha enfrentado al populismo con el mercantilismo financiero. Finalmente, reflexiono acerca de lo que representa un empresario y político como César Acuña para el Perú, de cara al cambio con rumbo que proponemos.




    El resto del libro está compuesto por una versión resumida de las reformas que, considero, pueden mejorar nuestra vida en democracia, impulsar nuestras capacidades productivas, revolucionar el estado de bienestar y dar pasos indispensables en aspectos tan descuidados como lo son el ordenamiento territorial, el desarrollo urbano y el impulso de la economía ambiental. Este libro explica cómo lograr ese tan añorado cambio con rumbo hacia el progreso sostenido.




    Quiero expresar mi agradecimiento a las personas e instituciones que con sus aportes y comentarios me han ayudado a elaborar este texto. Para no exponerlos políticamente, y a pedido de muchos de ellos, no los voy a nombrar. Solo quiero hacer una excepción agradeciendo en especial a Susy del Castillo, quien me alentó y respaldó a lo largo de todo este proceso. Desde luego, soy el único responsable de los errores que se puedan encontrar en su contenido y, sobre todo, de las opiniones o juicios de valor que inevitablemente son expresados con cierta pasión.




    Daniel Córdova




    Lima, marzo de 2021


  




  

    Prólogo




    EL LIBRO QUE PRESENTA Daniel Córdova, a quien nombré jefe de plan de gobierno de mi partido, Alianza para el Progreso (APP), resume parte de lo que sería mi gobierno, en caso ganase las elecciones de 2021. La tesis central la resumo en una premisa: el Estado peruano ha tenido dinero, fruto del ahorro de millones de peruanos que hemos pagado nuestros impuestos durante años, pero no ha sabido utilizarlo por graves carencias de gestión. El Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) ha sido un buen Ministerio de Hacienda, pero ha dejado de lado las políticas de promoción sectorial, ha tenido una relación de amor-odio con el empresariado y, sobre todo, ha sido indiferente ante la pésima gestión de los servicios sociales, como la educación y la salud. Además, servicios públicos esenciales para nuestra vida en sociedad, como lo son la seguridad y la justicia, se han deteriorado a pesar de que han contado año tras año con mayor presupuesto público. Por ello, la mayor parte de las propuestas que forman parte de nuestro plan consisten en reformas para mejorar la gestión pública: para que se gaste y se invierta mejor en salud, en derrotar la pobreza, en tener una educación pública de calidad, en tener buenas carreteras, en un transporte público ordenado; en suma, en que el Estado dé el salto del crecimiento al desarrollo. Queremos pasar de un modelo que genera bienestar para una minoría formal, que no es mayor al 30 % de la población, a un modelo que permita la generación de más riqueza pero con más bienestar social para la mayoría de peruanos. Por ello, el lema de mi partido siempre ha sido «Justicia social con inversión». El motor del crecimiento es el emprendimiento y la inversión privada, pero, sin un Estado bien gestionado, esa inversión se traba y ese crecimiento no solo es más bajo, sino que, además, no se traduce en buenos servicios públicos, como salud y educación, para los más necesitados.




    La estabilidad macroeconómica, producto del manejo prudente de las finanzas públicas y de una política monetaria autónoma, con un banco central independiente, debe mantenerse. Sin embargo, como el autor señala, es una condición necesaria pero no suficiente para ir hacia el desarrollo. El impulso del emprendimiento entre los jóvenes, la digitalización del país como fórmula de inclusión social y reducción de la informalidad, el ordenamiento territorial y planeamiento urbano, las asociaciones público-privadas para sacar adelante la inversión en infraestructura, y las estrategias para impulsar los proyectos mineros con desarrollo local son todos aspectos que requieren una profunda reforma en la manera de hacer gestión pública en el Perú.




    Pero no todo es economía. La reforma política que proponemos es fundamental para que haya gobernabilidad. Estamos de acuerdo con el regreso del Senado, para que las leyes sean revisadas una vez que han sido propuestas por la Cámara de Diputados. Creemos que debe cambiarse el sistema de elección, con distritos electorales más pequeños, uninominales, para que los electores sepan quién los representa. Además, para las elecciones regionales y municipales, debemos incentivar que los candidatos sean de partidos nacionales. El cimiento de la democracia son los partidos políticos. Tenemos que seguir trabajando en la descentralización, fortaleciendo la capacidad de gestión de gobiernos regionales y municipales hoy maltratados por el Poder Ejecutivo. Asimismo, debemos reivindicar y fortalecer a la Policía Nacional del Perú (PNP), modernizándola, respaldándola, al tiempo que les damos a las Fuerzas Armadas un mayor protagonismo en temas tan duros como la protección contra los desastres naturales. Finalmente, la reforma de la justicia debe lograrse para que se agilicen los procesos, se destierre la corrupción, y los mejores abogados del país estén incentivados a ser magistrados.




    La corrupción ha dominado la política peruana en este quinquenio que termina. Todos los expresidentes vivos cargan sobre sus hombros serias acusaciones de corrupción, y el origen de la reciente inestabilidad política, como bien lo señala Córdova en la primera parte del libro, no ha sido otro que los casos de corrupción, como el caso Lava Jato y el caso del Club de la Construcción. El expresidente Kuczynski fue obligado a renunciar después de que se descubrieran sus lazos comerciales con Odebrecht mientras era ministro de Toledo, a quien también le espera la cárcel por corrupto. Y el expresidente Vizcarra fue vacado por incapacidad moral permanente luego de que nos enteráramos de que había recibido coimas cuando ocupaba el cargo de presidente regional de Moquegua. Además, deberá responder por otros cargos más graves como lo que ha cometido con las vacunas. Pues no compró cuando pudo, y, en cambio, prefirió negociar a ver qué caía junto con las muestras de «cortesía» para él y sus familiares, al mismo tiempo que cientos de peruanos morían día tras día. Vizcarra hoy encarna la incapacidad, la indolencia, la peor burocracia y el ánimo beligerante que contravienen todo precepto político que busque hacer conciliar las diferencias en pro de un bien mayor. Vizcarra solo nos ha entregado un show televisivo. En materia de gestión pública y de manejo político, durante su gobierno hemos tocado fondo, y, lamentablemente, con Francisco Sagasti se ha continuado en esa línea, como lo evidenciaba la presencia en ambos gabinetes de la también vacunada irregularmente exministra de Salud Pilar Mazzetti.




    La tragedia de la pandemia ha puesto entonces en evidencia cómo se ha deteriorado nuestro aparato público. Somos un ejemplo en lo macroeconómico. Ejemplo de ahorro fiscal, de reservas internacionales. A medio año desde que se confirmara el primer caso de un paciente con coronavirus en el Perú, teníamos uno de los Estados emergentes más sólidos del mundo en términos financieros. Pero también teníamos el mayor número de muertos por millón del mundo. Y la segunda ola nos agarró sin camas UCI, sin oxígeno y sin vacunas. Y eso es inaceptable. Más aún si cada una de las decisiones que el Gobierno adoptó terminaron por también destruir lo avanzado en años de riguroso cuidado de la economía nacional.




    Tengo la intención de dar todo de mí para terminar con este desastre. Mi experiencia en gestión pública y privada, mi honestidad y mi empuje emprendedor serán puestos al servicio del Estado, para que sea reformado y que un nuevo Vizcarra no destruya lo andado nunca más. Para ello, el nuevo gobierno debe recurrir a los mejores políticos y a los mejores técnicos, todos ellos con visión, con capacidad de gestión y con un genuino compromiso con el país, como lo tenemos en Alianza para el Progreso.




    César Acuña Peralta




    Lima, marzo de 2021
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    Del mercantilismo burocrático al capitalismo popular




    LA «DEFENSA DEL MODELO» ha sido una de las tareas recurrentes a las que nos hemos abocado los economistas liberales en el Perú durante las últimas tres décadas. Después de todo, la situación económica de los peruanos mejoró mucho con las reformas de inicios de los noventa. En comparación con nuestro pasado inmediatamente anterior, en particular el referido a la terrible década de los ochenta —años de hiperinflación y colapso de una economía semiestatizada—, la Constitución de 1993 sentó las bases de la estabilidad fiscal y monetaria, así como de la libertad económica, sobre las cuales reposa el emprendimiento y la inversión privada en su rol de motor del crecimiento. Gracias a esto, los niveles de pobreza monetaria disminuyeron de manera radical y las mejoras en las condiciones de vida de la población alcanzaron, incluso, el mundo rural, como lo ha mostrado con dedicación el economista Richard Webb.




    La pandemia de la COVID-19, una guerra que viene matando a más peruanos que los que asesinó el terrorismo, ha mostrado las debilidades y, acaso, el agotamiento del modelo peruano, a tal punto que ni siquiera sus más entusiastas defensores pueden negarlo. La exclusión del 70 % de la población económicamente activa (PEA) del «modelo» fue lo primero que nos saltó a los ojos. El gobierno de Vizcarra, con una torpeza que pudo ocultar parcialmente gracias a sus estrategias de comunicación, decretó una de las cuarentenas más rígidas del planeta, de acuerdo con el índice de severidad de medidas gubernamentales elaborado por la Universidad de Oxford. El confinamiento, sin embargo, no pudo ser acatado en «la comodidad de sus hogares» por la mayoría de peruanos —que vive en habitaciones compartidas, sin agua y desagüe—, quienes tuvieron que salir eventualmente a las calles para buscarse el pan y exponerse al contagio. Previsiblemente, los casos de COVID-19 se dispararon, y el Perú alcanzó el triste récord de mayores muertes por millón de habitantes del mundo.




    El Gobierno fue incapaz de establecer una estrategia para afrontar la crisis, y, yendo más allá, de tener la visión para convertir la amenaza en una oportunidad. Se pudo mejorar el sistema de centros de salud de atención primaria. Se pudo realizar una campaña de nutrición pensada en reforzar el sistema inmunitario de los pobladores y reducir el alto índice de anemia infantil. Pero no se hizo. En cambio, Vizcarra y sus ministros redujeron toda su capacidad de reacción a la quimera de comprar pruebas rápidas —a falta de moleculares— que no servían para combatir la enfermedad, ni siquiera para generar una estadística válida del número de personas contagiadas, debido a su 50 % de margen de error. Es decir, se perdieron tiempo y recursos en una operación que no tenía ningún propósito más que arrojar números con un margen de error inmenso. Además, en un primer momento tampoco se permitió al sector privado intervenir en los testeos. ¡Qué diferencia con Estados como el de Israel, que desde el primer mes trabajó en repotenciar sus centros de atención primaria y al final fue uno de los más ágiles para comprar vacunas! A pesar de contar con los recursos, el Perú perdió una gran oportunidad para mejorar no solo el sistema de salud público, sino la posibilidad de mejorar la nutrición de millones de personas y atacar lastres como la anemia. Vizcarra no gestionó nada y le echó la culpa de todo al Congreso, como lo aconsejaba su estrategia política.




    Esta incapacidad para planificar y organizar a la población fue el primer atisbo de que aquel actor político que se había granjeado una reputación de buen gestor, por el trabajo en educación realizado en Moquegua durante su presidencia regional, era producto de la publicidad más que de su capacidad. A esto le siguió una lentitud desesperante en el proceso de implementación de camas UCI y de compra de plantas de oxígeno, además de constantes demostraciones de autosuficiencia que no tenían un correlato en la realidad. Mientras tanto, en el Ministerio de la Producción, se planificaba con dispositivos tan frondosos como absurdos las fases de apertura de la producción, impidiendo trabajar al sector formal utilizando los protocolos básicos. El resultado: una de las más fuertes recesiones del mundo: pasamos de 70 % de PEA informal a 87,5 %, debido a que, de los cuatro millones de trabajadores formales que teníamos al inicio de la pandemia, el 50 % perdió su empleo, principalmente porque las empresas en las que trabajaban quebraron.




    Decir que se trató de mala suerte resultaría ofensivo. Lo cierto es que la magnitud de este desastre fue provocada por tener el peor gobierno posible en medio de la peor crisis mundial del último siglo. El Estado peruano tenía el dinero para atender a la población como lo hicieron otros países, pero en lugar de tener gestores tuvimos un concierto de improvisación, indolencia y corrupción. Hacia el mes de mayo de 2020 la revista The Economist situaba al Perú entre las cuatro economías emergentes más fuertes para enfrentar el coronavirus. Ello llevaba al presidente del Banco Central a declarar a la Agencia Andina: «Los fundamentos económicos del Perú son envidiables y nos está permitiendo afrontar esta emergencia en condiciones bastante mejores de las que tienen otros países». El gobierno del presidente Martín Vizcarra hizo todo mal.




    Esta evidencia llegó a su punto más alto a inicios de 2021, cuando constatamos que Chile, nuestro vecino país, había comprado millones de vacunas, mientras que el Gobierno peruano no había firmado un solo contrato aduciendo supuestas reticencias burocráticas. En el mes de febrero nos enteramos de que Martín Vizcarra, su esposa y su hermano mayor, así como allegados suyos, al igual que decenas de funcionarios de salud, lobistas y científicos cercanos al Gobierno, además de dos ministras del gobierno de Francisco Sagasti, se habían inmunizado con vacunas «de cortesía» enviadas por el laboratorio chino Sinopharm. A inicios de marzo, el presidente Sagasti, ya vacunado públicamente tras recibir el primer lote de vacunas que representaba, para menos del 0,5 % de la población, no morir por complicaciones del coronavirus, insistía en negar la apertura legal de importación de vacunas por parte de privados: «Lo que no queremos es que el que tiene plata se vacune y el que no tiene, no», declaraba de un modo desafortunado ante las cámaras de televisión, mientras cientos de peruanos fallecían en hospitales públicos y clínicas privadas por igual. Finalmente, se mostró que, de acuerdo con un estudio de la Universidad Cayetano Heredia, la vacuna Sinopharm tiene el segundo nivel de efectividad más bajo respecto de todas las que pudo adquirir el Estado peruano en su momento. Entre tanto, la gran minoría de peruanos con recursos planificaba su viaje a los Estados Unidos para vacunarse. Como suele suceder, el propósito igualitario de un gobierno de izquierda tiene como resultado todo lo contrario: primero se están vacunando los ricos, pero no en el Perú.




    ***




    EL MODELO PERUANO SE concentró en lo macroeconómico y financió un Estado cada vez más pesado y orientado a trabar la inversión privada y el emprendimiento en lugar de promoverlos. También se convirtió en un botín para la corrupción. Y cuando, desde fuera del Perú, con el caso Lava Jato, se descubrió cómo operaba la megacorrupción liderada por la empresa brasileña Odebrecht, se desataron una serie de escándalos que han sido la causa principal de la inestabilidad política de estos cinco últimos años. El expresidente Pedro Pablo Kuczynski fue obligado a renunciar a raíz de que se encontraron pruebas de su relación comercial con Odebrecht mientras era ministro de Alejandro Toledo, también inculpado por corrupción, como a su turno le seguiría su sucesor Ollanta Humala. Lo cierto es que Kuczynski probablemente estaría todavía en funciones si no hubiese indultado al expresidente Fujimori, quien inauguró el ciclo de corrupción con estabilidad fiscal de la mano de su siniestro asesor Vladimiro Montesinos. El expresidente Vizcarra, por su parte, fue vacado porque se encontraron pruebas y testimonios contundentes acerca de las coimas que habría recibido cuando era presidente regional de su natal Moquegua. El destape de los casos de corrupción, gracias a la prensa libre, ha mostrado la podredumbre de un sistema. La consecuente reacción de los sectores que se opusieron a avalarla terminó generando una inestabilidad política galopante que ha sido el caballo de batalla de los defensores de dicho sistema. Sin embargo, la verdad ha ido saliendo a la luz a pesar de la manipulación de la opinión pública y de los intentos por llamar golpe de Estado a juicios políticos previstos por la Constitución.




    El modelo peruano nos sacó de la barbarie económica, pero fracasó como modelo de desarrollo. Después de las reformas de inicios de los años noventa, quienes estuvieron al mando de la economía se concentraron casi exclusivamente en mantener las cuentas fiscales equilibradas y reducir el riesgo país. Sin embargo, carecieron de visión de desarrollo. A la par, la gestión pública fue empeorando conforme nuestras instituciones se fueron deteriorando debido a la corrupción enquistada en ellas. El déficit de infraestructura siguió creciendo y, ante la indolencia de las autoridades, servicios públicos como la educación y la salud no solo no progresaron al ritmo del incremento de sus presupuestos, sino que involucionaron. Las ciudades se expandieron por invasiones y tráfico de terrenos. La gesta proteica, aunque informal, de aquellos que invadían terrenos en las décadas de los sesenta, setenta y ochenta, y colocaban una bandera peruana sobre sus casas de esteras, se bifurcó en mafias organizadas de terrenos, por un lado, y el desarrollo inmobiliario formal, por el otro, aunque este nunca pudo expresar su verdadero potencial debido a que el sistema incentiva más la lógica informal. Un desgobierno total. Asimismo, muchos proyectos mineros se paralizaron por la oposición de activistas políticos, a pesar de contar con todos los permisos legales, empezando por los ambientales. El Estado no es capaz de hacer respetar la ley, y gobiernos como el actual, en lugar de fortalecer a la Policía Nacional, la debilitan, le quitan el aura de guardiana del orden y llegan al punto de vandalizarla.




    La élite corporativa, por su parte, defiende hasta el día de hoy el modelo, recordándonos que es mejor de lo que tuvimos en los años setenta y ochenta. Las finanzas públicas son protegidas con una aprehensión atávica como si fueran el fin en sí mismas. El fiscalismo se pone por encima de los derechos de propiedad de los ciudadanos. La represión financiera es aceptada sin titubeos, a pesar de que afecta con sus altas tasas de interés a las empresas más pequeñas y a los ciudadanos de a pie. La ausencia de políticas de promoción sectorial es considerada pertinente y se dejan al abandono sectores de alto potencial como el de la reforestación. El caos en que se ha convertido el sistema de inversión pública es mencionado con resignación.




    La élite no está concernida por los sistemas públicos de salud y educación porque no los utiliza. Pero cuando se pone en tela de juicio el Sistema Privado de Pensiones, un régimen de ahorro previsional obligatorio mercantilista, esta puede reaccionar al punto de hacer proselitismo político para defenderlo. Detrás del estancamiento del modelo peruano existe una casta burocrática estatal, pero también corporativa. Son quienes rentan de un modelo que se agota, por eso defienden el statu quo: funcionarios y stakeholders del sector formal de la economía, entre un 20 % y 30 % de la PEA.




    El camino del modelo mercantilista burocrático al desarrollo del capitalismo popular pasa por reformar por completo el Estado peruano, a fin de darle capacidad de gestión, para impulsar el emprendimiento y la inversión privada, brindar servicios públicos de calidad y que prevalezca el imperio de la ley. También por algunas reformas que reduzcan la represión financiera y terminen con oligopolios que poco han favorecido a la mayoría de la población. Para ello debemos levantar la mirada y situarnos por encima del debate estéril, de la política del espectáculo, de la polarización reinante y de los prejuicios tecnocráticos e ideológicos.


  




  

    El fracaso del modelo peruano




    DOUGLASS NORTH, PREMIO NOBEL de Economía en 1993, fue uno de los primeros en destacar, con la ayuda de las estadísticas, la magnitud del desarrollo económico en el mundo capitalista durante los últimos 200 años. Lo ejemplificaba de modo muy claro: si un ciudadano de la Grecia antigua —decía— hiciera un viaje en el tiempo y apareciera en el Londres de inicios del siglo XIX —la ciudad más desarrollada de la época—, no iba a sorprenderse demasiado: los humanos se transportaban en carretas movidas por caballos, y la mayoría vivía en el campo en condiciones que hoy definimos como rurales y asociamos a la pobreza. En dos mil años, pues, la cosa no había cambiado demasiado. Pero, si a un londinense de inicios del siglo XIX lo hacíamos viajar tan solo 200 años en el futuro y lo situábamos en Nueva York, con rascacielos, automóviles, metros subterráneos, un cielo congestionado de aviones y las noticias de naves espaciales intentando llevar una colonia a Marte, probablemente esta persona hubiese pensado que se encontraba en otro planeta.




    La historia viene a cuento al recordar una presentación que realicé en Madrid en 2013 ante un auditorio de empresarios españoles a quienes intentaba animar para que invirtieran en el Perú. Les mostré las ejemplares cifras macroeconómicas del Perú: crecíamos por encima del 5 % anual, la inflación era inexistente, el tipo de cambio era el más estable de América Latina, el nivel de endeudamiento del Estado peruano oscilaba alrededor del 25 % del producto bruto interno (PBI), las exportaciones crecían, habíamos firmado decenas de tratados de libre comercio y la Constitución garantizaba igual trato tanto al capital nacional como al extranjero. En aquella ocasión acompañaba a Milton von Hesse, nuestro ministro de Agricultura, un gran economista y amigo que era parte del gabinete de Ollanta Humala. Los empresarios españoles observaban maravillados las cifras. Su economía estaba lejos de recuperarse de la crisis de fines de la década anterior. El desempleo había vuelto a crecer, la recesión se mantenía incólume y el endeudamiento público crecía para rescatar la economía alcanzando cifras cercanas al 100 %, todo un récord. El pesimismo los llevaba a observar mi presentación con cierta envidia. Nos felicitaron al final de la conferencia, intercambiamos tarjetas y manifestaron su vivo interés en venir al Perú. Solo que después tocó salir a la calle.




    Los siguientes días recorrí las carreteras de cuatro carriles perfectamente cubiertas de concreto, fui a restaurantes atiborrados de españoles en crisis, visité cooperativas agrarias prósperas; en fin, caminé por un país desarrollado, y fue imposible pensar que, con todo y sus cifras macroeconómicas en azul, el Perú, con sus pistas llenas de huecos, el caos de su transporte, sus barrios de pistas de tierra y viviendas precarias, y hospitales y colegios a medio terminar, parecía la Grecia antigua o el Londres del siglo XIX del ejemplo de North. El Perú es un país subdesarrollado, un país con ejemplares cifras macroeconómicas que no se traducen en el bienestar de sus ciudadanos: ese bienestar que le permitía a España sobrellevar la crisis con un estándar de vida de primer mundo, a pesar de la preocupación por sus números macroeconómicos.




    Tuve, entonces, una epifanía. ¿No habíamos estado los economistas demasiado obnubilados con las estadísticas y los powerpoints para interpretar la realidad? ¿No seguíamos disertando sobre la base de números que representaban no más de un tercio de nuestra economía? ¿No debíamos intentar «salir de nuestra caja» que va del oeste al este de Lima, desde San Isidro hasta La Molina, y preguntarnos qué tan maravilloso puede ser un modelo que no incluye al 70 % de la PEA, que no puede ni dotarnos de una Carretera Central decente, pero sí de una refinería de 7000 millones de dólares (que es lo que ha hecho Petroperú, cuando no hay suficiente petróleo para procesar), con millones de peruanos sin agua y desagüe, con calles y pistas de tierra y viviendas a medio construir? ¿De qué sirve una macroeconomía de primer mundo si tenemos servicios públicos del tercer mundo?




    Con los años, he ido confirmando que la distancia que separa al establishment corporativo y la tecnocracia que lo rodea de la realidad no solo es enorme, sino que sigue incrementándose. Cada vez me convenzo más de que quienes nos dedicamos a las ciencias sociales «no la vemos» si creemos que podemos leer la realidad encerrados en nuestras bibliotecas frente a nuestra computadora. Si no caminamos un poco, si no nos informamos con empresarios y emprendedores, si no observamos la pobreza con nuestros ojos, tengo la sensación de que perdemos la mitad de nuestra lucidez. Algo similar a lo que Mises llamaba el «error socialista» y Hayek la «fatal arrogancia»: ingenieros sociales (tecnócratas) que hacen leyes para establecer reglas de juego económicas o regular los mercados de espaldas a la realidad concreta, desconociendo la microeconomía sobre la que legislan y el funcionamiento de los mercados que regulan. Eso abunda hoy en el Perú, en donde cuatro jóvenes funcionarios del Ministerio de Economía, muy bien formados académicamente, pero sin experiencia, sin haber pisado nunca el terreno, elaboran leyes sectoriales —como, por ejemplo, la nueva Ley General de Contrataciones— sin inquirir con los empresarios sobre los detalles, sin consultar a los funcionarios del sector, y sin convocar a los gremios empresariales para informarse del infierno que resulta trabajar para el Estado peruano. El resultado: el Estado sigue acumulando, sobreahorra, y la inversión pública sigue estancada, además de estar mal priorizada. Esto es parte de un modelo que combina la apertura económica y la restricción fiscal extrema funcional con una suerte de mercantilismo financiero, modelo del cual rentan burócratas del Estado y burócratas corporativos. Y es que en esta lógica lo que importa es que el Estado tenga las cuentas ordenadas, así el país se caiga a pedazos.




    ***




    EL MODELO FRACASADO AL que me refiero es aquel construido sobre la base de una política que permite un crecimiento económico moderado, impulsado por un puñado de empresas que han formado un circuito económico formal que concierne a entre un 20 % y 30 % de la PEA. Este circuito convive y se interrelaciona con la informalidad hacia la cual «chorrean» ingresos crecientes, pero claramente insuficientes; conforme aquel circuito logra vencer las resistencias burocráticas y sociales para desarrollarse, lo oponemos al capitalismo popular, porque este es el que, en los países desarrollados, incluye a la mayor parte del pueblo en el sistema.




    Al pensar en el capitalismo popular, se me viene a la mente el impecable mercado itinerante al que iba a comprar los martes y jueves cuando vivía en Grenoble, una ciudad más bien menor de provincia en Francia, país que respalda su agricultura sin reparos. Pienso en la panadería del barrio, que regentaba un marroquí al que veía retirarse por la tarde en su auto nuevo, o en el mecánico que reparaba mi carrito destartalado de estudiante y me recomendaba vinos que yo no podía comprar, pero también en el moderno tranvía de esa pequeña ciudad, en el hospital gratuito al que eventualmente me fui a atender, en la universidad donde estudiaba casi gratis y en el edificio del Sindicato CGT en París donde trabajé un mes, sindicato de filiación comunista que tenía una sede similar a la del banco más grande del Perú, gracias al capitalismo. Es la imagen de ciudadanos de todo nivel económico, que viven en casas con agua, desagüe, electricidad y conexión a gas, que abren sus puertas y ven calles asfaltadas, que van trabajar en transporte público así sean ricos, y tienen acceso a servicios de salud y educación de calidad. Todo esto gracias a la libertad de emprender bajo leyes que facilitan la constitución de empresas y, cómo no, con libertad de expresión y libertad y posibilidad de viajar. Porque el costo de dichos servicios se paga con tarifas y con impuestos. No son un «derecho» que se adquiere por ley o por un artículo en la Constitución. Son el resultado del desarrollo capitalista, solo posible en la medida en que exista un Estado con niveles mínimos de eficiencia.




    Cuando el tecnócrata se refiere al «modelo», suele quejarse del «ruido político» y reclama una «reforma laboral» para reducir la informalidad, como si bajar las cotizaciones sociales fuera un pasaporte para incluir al grueso de la PEA a la modernidad (curiosamente, cuando tocan a las AFP, parte de los «sobrecostos laborales» de la formalidad, hacen mutis sobre esto último). La verdad es que «el modelo» no funciona para la mayoría porque ha dejado de lado aspectos institucionales claves; en particular, la reforma de las instituciones llamadas a definir y hacer respetar los derechos de propiedad, así como los derechos fundamentales humanos, incluidos los derechos de los policías, muchas veces maltratados en nombre de los derechos humanos de los demás, instituciones que en lugar de trabar fomenten el emprendimiento y la inversión privada, y que ordenen el territorio.




    Para lograr la transición hacia el capitalismo popular, tenemos pues que ser específicos acerca de qué aspectos del desarrollo deben liderarse desde el Estado, tema sobre el cual los liberales muchas veces nos resistimos a debatir. No todo puede ser solucionado por el mercado: la seguridad, la justicia, la educación y salud básicas, así como la planificación urbana, las debe asegurar el Estado.




    ***




    UNO DE LOS ASPECTOS menos liberales del modelo peruano es su carácter fiscalista. Sus defensores suelen poner a la estabilidad fiscal por encima de los derechos de propiedad, por más que dicha estabilidad fiscal financie corrupción y burocracia en exceso. No tienen problema en crear nuevos impuestos con tal de cumplir con el fisco y la próxima clasificación de riesgo crediticio. Es eminentemente macroeconomista. Oscila entre el monetarismo y el keynesianismo. De ahí que haya tecnócratas de izquierda defensores del modelo, como el actual ministro de Economía del Perú, Waldo Mendoza, a quien respeto mucho, pero con cuya visión no concuerdo.




    Al ser fiscalista y macroeconomista, el defensor del modelo es indiferente a lo que suceda con el gasto público, una vez aprobado el presupuesto. No le importa mucho si el Estado no honra sus deudas con empresarios expropiados décadas atrás por un gobierno socialista (es el caso de los bonistas de la reforma agraria en el Perú) y considera una barbaridad «populista» que exempleados públicos, a quienes se les descontó dinero de su planilla por concepto de ahorro previsional, reclamen su dinero (parte de la llamada «deuda social»): primero está el fisco, después el derecho de propiedad de los ciudadanos. Así piensan. Si hay corrupción en el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, puede indignarse durante unos instantes, pero no se siente aludido. No es su responsabilidad, es la del «sector». Si la burocracia crece y crece, si las trabas para la inversión privada se hacen cada vez más onerosas, si los municipios en lugar de promover el emprendimiento castigan con regulaciones absurdas a los pequeños comerciantes, tampoco es su problema. Igual recibirá de alguna revista financiera, de Miami o Nueva York preferentemente, la medalla de mejor ministro de Hacienda por mantener las cuentas equilibradas y haber logrado que una clasificadora de riesgo reduzca el riesgo país, un mero indicador de solvencia financiera sobre el riesgo de prestarle dinero al Estado, que poco tiene que ver con el riesgo de invertir en una actividad productiva en el país. Este tipo de guardián, si tiene que escoger entre el Estado de derecho y defender el modelo, opta por este último, como sucedió con gran parte de la élite corporativa limeña el 14 de noviembre de 2020.




    Dicho esto, el modelo peruano de todas maneras es una mejor opción que el populismo desenfrenado de países como Argentina, o el desastre socialista que ha hecho caer al abismo a Venezuela. Pero no por ello deja de ser un freno al desarrollo del capitalismo popular. Una vez instalado en el Perú, se ha ido expandiendo al punto de ostentar hoy en día el monopolio de la «corrección económica» (la otra cara de la moneda de la «corrección política»).




    ***




    OTRA CARACTERÍSTICA DEL MODELO que lo aparta por completo de los principios del liberalismo clásico es que se construye sobre un fiscalismo que le hace el juego al mercantilismo financiero. Esto es algo que se ha hecho evidente durante la pandemia con el enfrentamiento de la mayoría del Congreso con el establishment financiero, a propósito de los cambios en las normas relacionadas con las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) y la Oficina de Normalización Previsional (ONP). Como se sabe, el modelo peruano es una mala copia del chileno en muchos aspectos. El ahorro previsional es uno de ellos. Chile fue el país que innovó con el sistema privado de ahorro previsional a través de cuentas individuales administradas por las AFP y lo aplicó para toda su fuerza laboral. En el Perú, se hizo la misma reforma, pero se mantuvo en paralelo el sistema público «de reparto», administrado por la ONP, el cual no contempla cuentas individuales: todo entra a una bolsa «ciega». El mercantilismo financiero alrededor de las AFP funciona, grosso modo, siguiendo la siguiente secuencia: el Estado obliga a los trabajadores formales a destinar un porcentaje de su sueldo al ahorro previsional. Este puede escoger si lo hace en una AFP (capitalización individual) o en la ONP (bolsa común). Con las AFP se ha ido formando un ahorro privado muy importante que encuentra dificultades en colocarse en el Perú y, en consecuencia, una gran parte se destina a fondos administrados por otros agentes similares (que cobran una comisión extra) y a bonos soberanos. Para el trabajo requerido, estas administradoras cobran comisiones muy altas, mucho más altas que lo que cobran los gestores de fondos mutuos voluntarios. Solo algunas grandes corporaciones peruanas acceden a colocar bonos o vender acciones a las AFP, y, si lo consiguen, es en condiciones muy ventajosas. Con los años, solo el 20 % de la PEA ha formado parte de este sistema de ahorro obligatorio y un puñado de empresas ha accedido a ese dinero barato. Este circuito moderno y exclusivo existe gracias a una ley. Por eso, cuando el Congreso la ha «perforado» en época de pandemia para que los trabajadores puedan hacer retiros parciales, los beneficiados de este circuito exclusivo han dado el grito en el cielo. Obviamente se han cuidado de buscar argumentos sociales, paternalistas: «El pueblo necesita que lo obliguemos a ahorrar, y le digamos cómo ahorrar para no tener en el futuro una masa de población desprotegida». La verdad es que el sistema ha fracasado, no incluye a la mayor parte de la población, y muchos de los que sí se encuentran dentro preferirían manejar sus fondos en libertad. Un tercer grupo producto de la pandemia es el de los formales que cotizaron y no tienen más un empleo; ellos prefirieron retirar sus fondos para comer durante la pandemia.




    Ciertamente, mucho peor ha sido el caso de la ONP. Este sistema se sustenta sobre una lógica de «reparto». Es el sistema original que se inventó en Prusia en el siglo XIX. Se supone que los sometidos a este sistema cotizan con más del 10 % de su sueldo y que esa suma va a una «bolsa común», que luego se reparte con criterio de equidad. La realidad es que dichas cotizaciones no alcanzan para pagar a los jubilados actuales y el Estado debe poner dinero de los impuestos para complementar el pago. Además, el sistema actual excluye a quienes no han cotizado más de 20 años. Es decir, un nuevo jubilado que ha cotizado solo 19 años se retira y no cobra nada. El hecho es que, independientemente de los tecnicismos, cada mes hay trabajadores a los que se les descuenta más del 10 % de su sueldo y este dinero se va a la ONP. Los defensores del modelo dicen que ese dinero no les pertenece, que una vez cercenado por el Estado no tienen derecho a él. Y cuando el Congreso, en plena pandemia, ha decretado que se debe devolver parte de ese dinero, los defensores del modelo han denunciado que se trata de una inmensa «irresponsabilidad fiscal». Estos sacerdotes del dogma del modelo peruano han puesto los derechos del fisco, es decir, del Estado, por encima de los derechos individuales, contraviniendo los principios liberales. Tan afiatado está el modelo que el Tribunal Constitucional por unanimidad consideró dicha ley como inconstitucional. Ello contra la opinión de juristas liberales de renombre, como el doctor Enrique Ghersi.




    El mercantilismo burocrático cuida los intereses de las AFP y de las corporaciones deudoras por encima de los intereses de los trabajadores, que cotizan de manera obligatoria, con un discurso que está pensado para hacernos creer que están protegiendo a estos últimos. Lo mismo ocurre en el caso de la ONP. Primero está la estabilidad fiscal, después el derecho de propiedad de los que cotizan. Es que la estabilidad fiscal es clave para que el riesgo país se mantenga bajo y el circuito financiero excluyente fluya. También para que el Estado pueda pagar más burocracia que lo defienda. Ese es el círculo vicioso que hay que romper.




    ***




    EL MODELO PERUANO, SOLVENTADO intelectualmente por tecnócratas macroeconómicos, frena el desarrollo capitalista porque no se ocupa de la microeconomía. Algo similar dijo —para horror del establishment— Michael Porter, economista de Harvard, cuando visitó el Perú en 2010. Esto sucede porque el modelo peruano carece de tres cualidades que los empresarios conocen bien: visión, misión y gestión.




    En los diarios especializados se suelen encontrar grandes debates sobre si el PBI crecerá 2,8 % o 3,1 %. Los periodistas consultan a los economistas sobre el tipo de cambio y la Bolsa de Valores de Lima. Pero rara vez preguntan en cuánto se estima el número de peruanos que podrán acceder al agua potable el próximo año. Y cuando se habla de la pobreza, se insiste en un número, aquel que señala la pobreza monetaria. La visión del tecnócrata se limita entonces a ese mundo: el de las cifras macro. La realidad reducida a la estadística, de ser posible exacta, con decimales incluidos. El tecnócrata no tiene visión de desarrollo, no cree que el Estado tenga una función esencial para inducirlo.




    La misión del tecnócrata no es promover el desarrollo, es mantener la macroeconomía estable. Considera que, con la estabilidad de precios, la economía debe funcionar en piloto automático. Para ilustrar las implicancias de este fenómeno, nada mejor que una historia real sucedida en un Consejo de Ministros del Perú hace algunos años. Se acababa de instalar un nuevo gabinete y el ministro de Economía de entonces hizo una larga exposición acerca de las perspectivas de crecimiento del año que comenzaba: proyectaba poco más de 3 %. Otro ministro economista, algo incómodo con la exposición, preguntó al final: «¿Y qué podemos hacer para lograr que no sea 3 % y que sea mayor?». El ministro de Economía, no sin cierto desdén intelectual, respondió: «No se pueden mover los números por decreto, este es el resultado de un complejo modelo econométrico». Cuando al ministro preguntón le tocó exponer, presentó una iniciativa para que se dieran permisos fast track para una inversión enteramente privada en el Perú de 2000 millones de dólares en un puerto en Chancay, al norte de Lima. Entonces el ministro de Economía retrucó: «Eso es lobby, si cada ministro va a venir con su proyecto y la prensa se entera…», pero fue interrumpido por su par: «Si cada ministro viene con un proyecto así de inversión privada, tendríamos cerca de 40 000 millones de dólares de nueva inversión privada y el PBI crecería más del 3 %». La misión suprema del ministro de Economía —que termina siendo casi un actante, es decir, un papel más que una individualidad, debido a que solo funge de sacerdote del dogma del modelo peruano—, en este caso de las filas de la tecnocracia radical, que no por casualidad suele estar relacionada con el sistema financiero, era mantener las cuentas fiscales en orden, para lo cual propuso «reducir el gasto en suscripciones de diarios y revistas de los Ministerios [sic]». Y, por supuesto, impuso un nuevo impuesto selectivo al consumo (ISC). Años después, haciendo uso de las puertas giratorias tan consabidas, se convirtió en lobista de las AFP, remunerado por dar opiniones en calidad de «especialista» en los medios de comunicación.




    Como el anterior ejemplo muestra, se ha perdido el objetivo, la meta, que no es otra que trabajar para el bienestar ciudadano. La burocracia confunde, una y otra vez, los medios con los fines. Así, hemos visto casos en los que la construcción de una planta de agua se ha parado porque el constructor ha querido aplicar una tecnología más avanzada que la que figuraba en el expediente técnico elaborado años atrás, y los burócratas no lo han aceptado. El sistema induce a que los funcionarios, en lugar de buscar la solución, no arriesguen e insistan en hacer las cosas al pie de la letra, actitud a veces comprensible por la forma en que actúa la Contraloría General de la República, que suele ser una pieza más del modelo que confunde fines con medios. Ejemplos como este abundan en materia de gestión municipal y licencias ministeriales. Obviamente, mientras más regulación hay, mayor es la tendencia a que el funcionario considere que su función consiste en hacer respetar la norma al pie de la letra, al margen de si está bien o está mal para el bienestar ciudadano. Y mientras la telaraña de trámites crece, se expande con ella la microcorrupción, la coima, la propina. Al final, las normas se pueden interpretar de uno u otro modo según la conveniencia del cliente.




    La tercera carencia del modelo —la más importante— es su tendencia a poner a cargo a profesionales con baja capacidad de gestión. Para tener buena gestión pública —no es una redundancia— se requiere de buenos gestores. En este ámbito también suelen darse grandes confusiones. Se ha creído que los analistas económicos o los académicos, que nunca gestionaron nada relevante, pueden ser buenos gestores, buenos ministros de Economía, de Agricultura o de Energía y Minas, etcétera. Y cuando los nombran, muchas veces no dan fuego. Otras, son atados de manos por el sistema. Esto hace que se queden en su zona de confort, sin hacer reformas, cuidándose de no cometer errores. Su principal meta se convierte en pasar desapercibidos para durar.




    Lo mismo sucede en prácticamente todos los ámbitos del Poder Ejecutivo. En el caso de la salud, por ejemplo, este fenómeno se sigue manifestando de manera trágica. El Perú ha tenido una de las peores gestiones durante esta infernal pandemia del coronavirus, que, mientras se escriben estas líneas, sigue en su pico más alto de muertes diarias. No nos han faltado recursos financieros, pero no logramos comprar camas UCI, plantas de oxígeno, y menos vacunas. Quienes están a cargo del Gobierno, como el presidente Sagasti y el ministro Ugarte, son todo menos buenos gestores. Como sostuvo recientemente el ex-CEO de una importante compañía de seguros: «El médico es un mal gestor, como el gestor es un mal médico». Los resultados los hemos visto al inicio del año 2021: gente que hace colas para comprar oxígeno y ciudadanos que mueren por no poder encontrar camas UCI mientras los empresarios reclaman que se les permita siquiera apoyar al Estado en la importación de vacunas. Entre tanto, en Chile, país gobernado por un empresario, la población podría estar enteramente vacunada a fines de mayo de 2021.




    Como queda claro, el modelo económico peruano exige reformas urgentes si queremos pasar de un crecimiento modesto y exclusivo a un desarrollo capitalista de ancha base. Lo que hay que corregir requiere de un esfuerzo político titánico: una visión que apunte al desarrollo del capitalismo a todo nivel, teniendo clara la misión de maximizar el bienestar ciudadano en libertad, haciendo que la gestión pública, en lugar de trabar, impulse el desarrollo productivo y genere mejores servicios públicos. Un cambio de rumbo frente a lo que ha venido sucediendo, particularmente, durante los últimos cinco años, periodo en el que se ha puesto en riesgo el Estado de derecho y se ha querido soslayar la gravedad moral de la corrupción en nombre de la «estabilidad» y la «decencia».
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